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Medellín, Once (11) de Enero del dos mil veintitrés (2023) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra el auto proferido el 4 de noviembre de 2022, 

por medio de la cual se negó el mandamiento ejecutivo solicitado. 

 

ANTECEDENTES 

La sociedad demandante presentó demanda con pretensión ejecutiva de pago 

de una suma de dinero que afirma es el saldo adeudado del precio convenido 

en el contrato celebrado el 29 de octubre de 2021, entre demandante y 

demandada, y denominado “terminación del contrato leasing operativo No. 



180112909, 180115651, 180120757,180121737, 180123784, 180126165 y 

180126882 y compra venta de bienes”, en el cual se pactó como precio la 

cantidad de $281.370.000,oo, pagaderos en dos cuotas iguales de 

$140.685.000,oo, los días 31 de octubre de 2021 y 30 de noviembre del 

mismo año. 

 

Por auto del 4 de noviembre de 2022, el juzgado negó la orden de pago 

solicitada argumentado lo siguiente: 

 

“Ocupa la atención del Juzgado, especial falencia en cuanto a los requisitos antes 

mencionados, toda vez que, para que la obligación a cargo del deudor sea considerada 

clara, expresa y actualmente exigible, es menester que previamente se haya declarado el 

incumplimiento de alguno de los extremos de la relación contractual, mediante la 

correspondiente acción de resolución de contrato por incumplimiento, con o sin 

indemnización de perjuicios o por mutuo disenso.  

 

En los contratos bilaterales, como el que nos ocupa, va envuelta la condición resolutoria 

tácita. Además, como bilateral que es, cuando una de las partes incumple sus obligaciones, 

da derecho a la parte cumplida o que se allane a cumplir, para ejercitar las acciones 

derivadas del incumplimiento, tal como lo prevé el artículo 1546 del C. Civil, que es del 

siguiente tenor: “En los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria en caso de 

no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado. Pero en tal caso podrá el otro 

contratante pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento del contrato con 

indemnización de perjuicios”. (Cursiva fuera de texto).  

 

La acción resolutoria regulada en el canon transcrito, consagra para el contratante cumplido 

dos acciones a su libre elección, a saber: pedir el cumplimiento del contrato, o su resolución 

y procede en todos los contratos sinalagmáticos, como el que nos ocupa.  

 

En el presente caso se solicita por vía equivocada una pretensión que aún no se puede 

exigir, pues considera esta Judicatura que es otra la vía o acción que debe observar la 



demandante, como otra es la pretensión que ha de demandar; esto es, la vía ordinaria, en 

donde demandará bien la resolución o bien el cumplimiento del contrato con indemnización 

de perjuicios, y por esta razón, habrá de denegarse el mandamiento clamado”.  

 

 

LA APELACIÓN. 

 

Inconforme el señor apoderado de la ejecutante interpuso recurso de 

apelación afirmando que el accionante cumplió las obligaciones a su 

cargo, como se expresa en el punto 3.4 del contrato base del recaudo, 

pero que “para librarse mandamiento de pago, solo se deberá 

determinar que en el documento base de la ejecución contenga una 

obligación expresa, clara y exigible contra el deudor, sin que se 

impongan requisitos adicionales como pueda ser la de indagar sobre la 

mora, y si el ejecutante “acreedor” ha cumplido o no con sus 

prestaciones, ya que dichos hechos o argumentos deberán ser objeto de 

los medios de defensa por parte de la demandada y no desde ya hacer 

prejuzgamientos sobre el documento base de la ejecución”. 

 

Para resolver se 

 

CONSIDERA 

 

Partiendo de la definición legal de título ejecutivo (art. 422 C.G.P.), a 

cuyas voces “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan 



del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él,…”, 

pronto se advierte la sinrazón de la a-quo para denegar el mandamiento 

de pago, al estimar que por tratarse de un contrato bilateral, 

previamente debe acudirse a proceso de conocimiento en procura de 

que se declare el incumplimiento del mismo, con o sin indemnización de 

perjuicios, o por mutuo disenso, pues solo así podría hablarse de 

obligación expresa, clara y exigible. De ser así, advierte la suscrita 

magistrada, el título ejecutivo ya no sería el documento que recoge el 

contrato sino la sentencia judicial declarativa del incumplimiento. 

 

De ese modo, es incontestable que el ordenamiento procesal exige que 

los documentos en los cuales se erija la solicitud de ejecución posean 

las características de expresividad, claridad y exigibilidad, de allí que no 

es atendible ningún concepto judicial que pretenda la acreditación de 

requisitos adicionales. Basta con que en el cuerpo del documento 

consten obligaciones de las características propuestas, que además 

provenga del deudor o de su causante.  

 

De suerte que si un determinado contrato da cuenta de obligación 

expresa, clara y actualmente exigible a cargo de una de las partes y en 

favor de la otra, podrá demandarse ejecutivamente con base en aquél, 

sin perjuicio de que el ejecutado proponga las excepciones derivadas del 

comportamiento contractual del ejecutante y que, eventualmente 

enerven la pretensión. 

 



Es que ni la expresividad, ni la claridad, ni la exigibilidad de las 

obligaciones a cargo de un contratante y en favor del otro, dependen de 

que en proceso de conocimiento se haya declarado el incumplimiento 

del primero. Esas características, como el solo enunciado lo sugieren 

apuntan simplemente a que la prestación reclamada por vía ejecutiva 

CONSTE en el documento, con señalamiento preciso de aquella en todos 

sus aspectos (naturaleza de la prestación, sujetos deudor y acreedor); 

y, si es el caso, que haya vencido el plazo o se haya cumplido la 

condición a que se sujetó. No otra cosa expresa la Corte Constitucional 

en la sentencia de tutela que cita la juez a-quo, al señalar:  

 

“Es clara la obligación que no da lugar a equívocos, en otras palabras, 

en la que están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la 

obligación y los factores que la determinan. Es expresa cuando de la 

redacción misma del documento, aparece nítida y manifiesta la 

obligación. Es exigible si su cumplimiento no está sujeto a un 

plazo o a una condición, dicho de otro modo, si se trata de una 

obligación pura y simple ya declarada” 

 

Ahora bien, la circunstancia de que en los contratos bilaterales el artículo 

1546 del C.C. faculte al contratante cumplido o que se allanó a cumplir 

sus obligaciones en la forma y tiempo debidos, para pedir la resolución 

o el cumplimiento del contrato, con indemnización de perjuicios en 

ambos casos, no priva de la posibilidad de acudir al proceso ejecutivo si 



el documento que recoge la voluntad contractual reúne las exigencias 

del citado artículo 422 del C.G.P. 

 

No obstante lo anterior, lo que no se advierte claro en este caso es la 

demanda, particularmente, por ejemplo, no ofrecen la claridad deseada 

los Hechos Octavo y Noveno: aquél en cuanto alude a la devolución de 

algunos de los objetos entregados en venta, ante lo cual “se procede a 

descontar de la suma de SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 

OCHO MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y SIETE PESOS MONEDA LEGAL 

COLOMBIANA($66.408.347,oo)”; y el último, en tanto señala que el 

saldo, luego del abono efectuado y la devolución parcial de bienes, es la 

suma allí señalada. Suma a la confusión el acápite V relativo a la cuantía, 

en tanto señala que es superior a 40 smlmv e inferior a 150. 

 

Sin embargo, lo advertido no conduciría a la negativa del mandamiento 

de pago sino a la inadmisión del libelo, por lo que revocará el auto 

apelado, para que la juez a-quo asuma el examen de la demanda 

verificando el cumplimiento de los requisitos de ley, y procediendo 

conforme a esta. 

 

Por lo expuesto, la suscrita magistrada  

 

RESUELVE 

 

Primero: Revocar el auto apelado. 



 

Segundo: Disponer la devolución de las piezas digitales al juzgado de 

origen. 

 

 

NOTIFIQUESE. 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA. 

Magistrada. 
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